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Esta publicación ha sido elaborada con la asistencia de ACPP, Ayuntamiento de Quart de Poblet, ICR-BMZ, Agencia Vasca de Coope-

ración para el Desarrollo y Fundación Paz y Solidaridad, pero su contenido es responsabilidad de ORMUSA, COMCAVIS TRANS, 

FEASIES y AMATE. En ningún caso debe considerarse que refleja el punto de vista de las agencias y organizaciones donantes. 

PERSONAS TRANS DESPROTEGIDAS EN SUS DERECHOS  

 

Las personas trans sufren diariamente discriminación y 

violencia en los ámbitos familiar, comunitario, educativo 

y laboral, a través de la expulsión de sus hogares, humi-

llaciones y burlas en espacios públicos, obstáculos para 

acceder a empleos formales, denegación de servicios 

bancarios y arrendamiento de viviendas, malos tratos en 

establecimientos de salud públicos, acoso y agresiones 

por parte de agentes de cuerpos de seguridad, entre 

otros.  

Las estadísticas del Ministerio de Justicia y Seguridad 

Pública (MJSP, 2019, 2020 y 2021) registran 943 hechos 

de violencia cometidos contra la población LGBTIQ+ en-

tre 2015 y 2020; de estos, 203 afectaron a personas 

trans. En otras palabras, las personas trans fueron su-

frieron una quinta parte de los hechos de violencia en el 

periodo mencionado, reflejando la particular situación 

de vulnerabilidad en la que se encuentran inmersas.  

Con el apoyo de: 

Organizaciones defensoras de la población LGTBI en confe-

rencia de prensa realizada en junio 2023. 



  https://nuestramirada.lgbt/                                                                                                                                No. 2   Abril—junio 2023 

en contra del art. 23 de la Ley del Nombre de la Per-

sona Natural. Este artículo regula el procedimiento 

cuando una persona desee cambiar su nombre, re-

conociendo cinco causas por las cuales es posible 

hacerlo. Sin embargo, estas no incluyen el cambio 

de nombre por identidad de género. 

En la demanda, se explicó que esta omisión coloca a 

las personas trans en una situación de discrimina-

ción en el disfrute del derecho al nombre; en conse-

cuencia, también del derecho a la identidad, lo cual 

contraría el principio de igualdad, plasmado en el 

art. 3 de la Constitución de El Salvador. 

También es necesario recordar que la LNPN única-

mente contempla el cambio de nombre, no así el 

cambio de género. No obstante, esta omisión no 

formó parte la demanda de inconstitucionalidad 

mencionada.  

En febrero de 2022, la Sala de lo Constitucional dio 

la razón a las personas demandantes en la senten-

cia de inconstitucionalidad 33-2016/195-2016, y 

ordenó a la Asamblea Legislativa hacer los cambios 

necesarios a la LNPN para regular adecuadamente 

el cambio de nombre por identidad de género en el 

plazo de un año, el cual venció en febrero de 2023 

sin que la orden fuera cumplida. 

Karla Guevara, activista de la Asociación Colectivo 

Alejandría señaló que la Asamblea Legislativa 2021 

– 2024 archivó el proyecto de Ley de Identidad de 

Género en mayo de 2021, presentado por la Mesa 

Permanente por una Ley de Identidad de Género en 

El Salvador en 2018. Igualmente, criticó la influencia 

que ejercen grupos anti derechos sobre el Estado 

salvadoreño y el cierre de los espacios de diálogo 

entre organizaciones de la sociedad civil que velan 

por los derechos de las personas trans y represen-

tantes legislativos (Guevara, K., 2023).  

Derecho al nombre y derecho a la identidad 

Gran parte de la discriminación y violencia que su-

fren las personas trans se origina en la falta de reco-

nocimiento legal de su identidad de género y un 

nombre acorde con esta. Lo anterior negando este 

derecho reconocido en el art. 36 de la Constitución 

de El Salvador –que establece: “Toda persona tiene 

derecho a tener un nombre que la identifique”–  y el 

art. 1 de la Ley del Nombre de la Persona Natural 

(en adelante LNPN), el cual dispone “Toda persona 

natural tiene derecho al nombre que usa legítima-

mente, con el cual debe individualizarse e identifi-

carse”.  

De acuerdo con la Corte Interamericana de Dere-

chos Humanos (CIDH), el derecho al nombre es par-

te del derecho a la identidad, el cual permite que 

una persona sea reconocida como un ser individual, 

único, dentro de la vida en sociedad. Este derecho 

se concreta en distintos documentos como expe-

dientes médicos, partidas de nacimiento y el Docu-

mento Único de Identidad (DUI), por mencionar al-

gunos.  

Por tanto, al negar este derecho a las personas 

trans, se niegan varios derechos afirma la CIDH, por 

ejemplo: el derecho a la identidad permite gozar de 

otros derechos: a votar, a la educación, al trabajo,  a 

la salud). En el caso de las personas trans, también 

es una expresión del derecho a la libertad (pues ca-

da persona es libre de desarrollarse de acuerdo con 

su voluntad); así como el derecho a la intimidad y a 

la vida privada (aspectos íntimos de la vida de las 

personas que incluyen también la identidad de gé-

nero (CIDH, 2017: ORMUSA, s.f.).  

Sin garantías legales para las personas trans 

En 2016, activistas presentaron una demanda de 

inconstitucionalidad ante la Sala de lo Constitucional  

1. El anteproyecto de Ley de Identidad de Género presentado en 2018 y archivado por la Asamblea Legislativa en 2021 puede consultarse en: 
https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/correspondencia/C28A646B-453C-48EB-A98F-55E1F6E47C6B.pdf  

2. El anteproyecto de ley puede consultarse en: https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/correspondencia/5EB342C6-8A0E-
410A-A3B7-6DEEA4107E6D.pdf  
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A pesar de esto, en agosto de 2021, la Mesa Perma-

nente por una Ley de Identidad de Género presentó 

una nueva iniciativa de Ley de Identidad de Género 

a través de dos diputadas del partido FMLN. No 

obstante, esta no ha sido sometida  a estudio por la 

Comisión de la Mujer e Igualdad de Género de la 

Asamblea Legislativa.  

 

Ese anteproyecto buscar garantizar el derecho a la 

identidad de género de las personas trans, definien-

do el procedimiento y los requisitos para que una 

persona pueda acceder al cambio de nombre, sexo 

y género a nivel legal. También consagra el derecho 

de las personas trans a ser tratadas con dignidad, 

igualdad y sin discriminación (Asociación Colectivo 

Alejandría, COMCAVIS TRANS y FESPAD, 2023).  

El procedimiento definido solamente puede reali-

zarse una vez y se inicia en el juzgado de familia del 

municipio donde nació la persona solicitante, quien 

deberá reunir cinco requisitos para que se realice el 

cambio de nombre, sexo y género en sus documen-

tos de identificación personal:  

 

1. Ser mayor de 18 años de edad.  

2. Presentar una solicitud requirien-

do el cambio registral en la partida 

de nacimiento por la discordancia 

con la identidad de género. 

3. Demostrar la estabilidad y persis-

tencia de su identidad y expresión 

de género durante al menos 5 años.  

4. Presentar certificación de antece-

dentes penales y constancia de re-

gistro de antecedentes policiales. 

El anteproyecto hace hincapié en que no podrá exi-

girse constancia de intervenciones quirúrgicas o 

terapias hormonales a las persona solicitantes, sin 

embargo, estas sí deben aportar las pruebas nece-

sarias para demostrar su identidad de género: dos 

testimonios y la opinión de un profesional de la psi-

cología propuesto por la persona solicitante. En to-

do caso, el juzgado no podrá exigir más requisitos 

que los mencionados. 

El juzgado únicamente puede negar la solicitud por-

que la persona solicitante no reúna los requisitos. 

No obstante, cuando el juzgado autorice el cambio, 

la persona solicitante estaría habilitada para exigir 

a la alcaldía del municipio que se emita una nueva 

partida de nacimiento con los cambios para obte-

ner el resto de los documentos de identidad nece-

sarios, como el DUI.  

Avances frenados por el estigma y discriminación 

Ante la falta de leyes que garanticen el derecho al 

nombre a las personas trans, la Mesa Permanente 

por una Ley de Identidad de Género en El Salvador 

decidió unir esfuerzos con la Fundación de Estudios 

para la Aplicación del Derecho (FESPAD) para solici-

tar el cambio de nombre y género de cinco perso-

nas trans a los juzgados de familia, bajo una de las 

causas que sí regula la LNPN: que el nombre dañe 

la dignidad humana.  
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Kerlin Belloso, abogada litigante de FESPAD, con-

sidera que “Es una decisión totalmente arbitraria. 

Están cometiendo delitos. Están desobedeciendo 

una orden judicial; de hecho, esta persona ya tie-

ne derecho a que se le llame por su nombre se-

gún lo ha estimado una sentencia de un juzgado 

de familia. Si la Alcaldía, como sede administrati-

va, se niega a realizar una marginación deben jus-

tificar por qué no lo hacen, pero ellos simplemen-

te interponen un amparo que no tiene ningún 

tipo de sentido, que no violenta los derechos hu-

manos del representante legal de la alcaldía, sin 

embargo, han decidido no realizarlo y aquí vemos 

cómo se continúa negando el acceso a la justi-

cia” (comunicación personal con el Observatorio Nuestra 

Mirada LGBTI, 24 de abril de 2023).  

El Salvador, nuevamente señalado ante CIDH  

El 17 de mayo de 2023, en conferencia de prensa, 

representantes de COMCAVIS TRANS, Asociación 

Colectivo Alejandría, Synergía y FESPAD, anuncia-

ron la presentación del caso de Karla Avelar ante 

la Comisión Interamericana de Derechos Huma-

nos (CIDH). 

 Avelar es una activista trans que participó en la 

fundación de la Mesa Permanente por una Ley de 

Identidad de Género en El Salvador y formó parte 

del grupo que presentó la demanda de inconstitu-

cionalidad contra el art. 23 de la LNPN. En 2017, 

tuvo que huir del país por amenazas en contra de 

su vida y la de sus familiares. 

Esta situación llevó a la presentación del caso an-

te la CIDH debido a que el Estado salvadoreño no 

ha investigado, juzgado ni sancionado a los res-

ponsables, además de no haber brindado a Avelar 

protección y seguridad ante el desplazamiento 

forzado. Asimismo, las organizaciones considera-

ron que existe relación directa entre el caso de 

Karla y la falta de reconocimiento del derecho al 

Las personas trans que solicitaron el cambio de 

nombre explicaron a juzgados de familia de los de-

partamentos de San Salvador y Santa Ana que la 

falta reconocimiento de su identidad de género en 

sus documentos personales les ha llevado a sufrir 

tratos denigrantes y humillantes, en distintos espa-

cios a lo largo de su vida, ocasionando daños a su 

dignidad humana. 

Consecuentemente, los juzgados de familia autori-

zaron el cambio de nombre a favor de Bianka Rodrí-

guez y Verónica López, pero no el cambio de géne-

ro. Posteriormente, las alcaldías respectivas modifi-

caron sus partidas de nacimiento, dejando constan-

cia del cambio en sus márgenes (aunque la LNPN 

indica que se debe anular la partida original y elabo-

rar una nueva), culminando el proceso con la entre-

ga de un nuevo DUI (ORMUSA, 2022).  

En otros dos casos, los juzgados de familia autoriza-

ron tanto el cambio de nombre como de género de 

las personas solicitantes: Karla Guevara y Aldo Ale-

xander Peña. Sin embargo, pese a contar con la au-

torización de los juzgados, al momento de tramitar 

la marginación de sus partidas de nacimiento en la 

Alcaldía de San Salvador, Guevara y Peña encontra-

ron un obstáculo más: los funcionarios municipales 

se negaron a inscribir el cambio. 

Los funcionarios municipales que se niegan a la ins-

cribir el cambio de nombre y género han iniciado 

procesos de amparo ante la Sala de lo Constitucio-

nal por considerar que llevar a cabo esta inscripción 

les obligaría a actuar en contra de sus principios reli-

giosos, vulnerando su derecho a la fe. El proceso de 

amparo es un mecanismo legal que normalmente se 

activa frente a acciones u omisiones de las autorida-

des, que ponen en peligro los derechos de las perso-

nas. Consecuentemente, los casos de Guevara y Pe-

ña se han estancado.  
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por lo cual también solicitaron que el Estado salva-

doreño explique los motivos por los cuales no ha 

cumplido la orden de la Sala de lo Constitucional de 

febrero de 2022 (Asociación Colectivo Alejandría, 

COMCAVIS TRANS y FESPAD, 2023).  

Las organizaciones que presentaron el caso advirtie-

ron que el procedimiento ante la CIDH será largo, 

pero que existen suficientes antecedentes para pen-

sar que se obtendrá un pronunciamiento favorable 

a Avelar, en el cual se reconozca la responsabilidad 

del Estado salvadoreño en la vulneración de los de-

rechos de las personas trans, quienes siguen mi-

grando fuera del país por las mismas razones que 

obligaron a Avelar abandonarlo (Asociación Colecti-

vo Alejandría, COMCAVIS TRANS y FESPAD, 2023). 

Según  COMCAVIS TRANS (2021), la causa principal 

del desplazamiento forzado interno de personas 

LGBTIQ+ en El Salvador es la discriminación motiva-

da por identidad de género u orientación sexual, 

que toma la forma amenazas y extorsiones por par-

te de pandillas. 

Conclusiones 

El largo camino que ha recorrido la población trans 

en la búsqueda del reconocimiento de su derecho al 

nombre y a la identidad está marcado por algunos 

avances que son producto del trabajo articulado y 

coordinado de las organizaciones de la sociedad ci-

vil. No obstante, estos avances se ven opacados por 

la larga lista de obstáculos a los que todavía se en-

frentan estos colectivos, para gozar de sus derechos 

humanos.  

La situación de vulnerabilidad en la que se halla la 

población trans en El Salvador es producto de una 

cultura machista que rechaza la diversidad. El Esta-

do salvadoreño tiene una deuda para garantizar los 

derechos de esta poblacion, erradicando la discrimi-

nación y violencia a la que se le somete.  

 

Elaboración propia del Observatorio Nuestra Mirada LGBTI 
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Desde el Órgano Ejecutivo, por ejemplo, es necesa-

rio fortalecer la investigación y sanción de los delitos 

de odio cometidos en contra de las personas trans.  

Sin embargo, en la actualidad, debe señalarse la 

enorme responsabilidad que tiene la Asamblea Le-

gislativa en revertir la situación, ya que esta institu-

ción ha incumplido la orden que la Sala de lo Consti-

tucional en febrero de 2022, o bien acelere el estu-

dio, discusión y aprobación del anteproyecto de Ley 

de Identidad de Género presentado en agosto de 

2021, en el cual se regula el procedimiento y requisi-

tos necesarios para que una persona trans pueda 

realizar el cambio legal de nombre y género en sus 

documentos personales.  

Todas las instituciones del Estado salvadoreño de-

ben actuar de acuerdo con los principios que esta-

blece la Constitución, como la igualdad de todas las 

personas y laicidad del Estado, especialmente cuan-

do la actuación de funcionariado y servidores públi-

cos basada en principios religiosos genera discrimi-

nación en contra de sectores que ya se encuentran 

en una situación de vulnerabilidad tan grave.  
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